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Introducción

Este trabajo se propone reflexionar sobre las dificul-
tades que presenta el ejercicio de la ciudadanía para las 
mujeres migrantes en la Argentina. Para ello, analiza las 
políticas migratorias vigentes, las principales trayecto-
rias laborales y las formas de organización familiar de 
esas mujeres. Si bien la dimensión de género ha cobrado 
un importante protagonismo político en las últimas dé-
cadas, convirtiéndose en un eje transversal de los linea-
mientos y recomendaciones de diversos actores políticos 
nacionales, regionales y globales vinculados a las migra-
ciones internacionales (Magliano y Domenech, 2009), las 
mujeres migrantes continúan enfrentando importantes 
restricciones en lo que se refiere al acceso a derechos. 
Muchas de estas restricciones se asientan en el hecho de 
que el género, en intersección con la clase social y la et-
nicidad, cumple un rol clave en la estructuración de los 
procesos sociales. No obstante ello, y pese a la creciente 
visibilidad de esa categoría, la perspectiva de género no 
termina de ser incorporada en la elaboración de las polí-
ticas públicas, más allá de aquellas directamente vincula-
das con cuestiones que competen a las mujeres y a pobla-
ciones con identidades de género no heteronormativas.
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Tradicionalmente, en el campo de las migraciones, 
las políticas se elaboraron sobre la base del concepto de 
varón migrante, desconociendo las especificidades la-
borales y vitales de las mujeres, siendo estas propensas 
a sufrir en mayor medida discriminación legal y laboral 
(Juliano, 2006: 189), especialmente por la naturalización 
del rol de cuidadora de su familia (especialmente de sus 
hijos e hijas), entre cuyas funciones se incluye la inter-
mediación con las instituciones estatales. En el caso 
argentino, la invisibilización de la figura de la mujer 
migrante en las legislaciones migratorias se mantuvo a 
lo largo del siglo XX, identificando al migrante y al tra-
bajador migrante con el varón, mientras que los despla-
zamientos femeninos fueron concebidos como depen-
dientes del marido o la familia (Magliano, 2009). 

En este marco, las mujeres migrantes han enfrentado 
dificultades concretas en el acceso a derechos a partir de 
su condición de género, su pertenencia de clase, su origen 
nacional y su estatus migratorio; dificultades que han sido 
ignoradas e invisibilizadas a la hora de elaborar e imple-
mentar políticas migratorias. La premisa que organiza este 
texto parte de considerar que, si bien en los últimos años, 
a diferencia de otros momentos históricos, la relación gé-
nero/migración ha cobrado mayor relevancia y visibili-
dad en la esfera pública nacional, la perspectiva de género 
continúa estando ausente en el ámbito de las políticas mi-
gratorias. Esta ausencia se traduce en trabas en el acceso a 
ciertos derechos, a partir de requerimientos que suelen ser 
más difíciles de cumplimentar para las mujeres que para 
los varones, en especial debido a las especificidades de sus 
trayectorias migratorias, familiares y laborales.

Las reflexiones que orientan este trabajo se susten-
tan en el diálogo entre un corpus de entrevistas realiza-
do a mujeres migrantes, en especial provenientes de los 
países de la región sudamericana, durante los últimos 12 
años en distintas ciudades argentinas y las normativas 
migratorias vigentes implementadas por el Estado na-
cional argentino. Nos referimos a la Ley de Migraciones 
Nº 25.871 de 2004, al Decreto Nº 616 de 2010 mediante el 
cual se reglamenta esa ley y al Decreto de Necesidad y 
Urgencia (DNU) del 30 de enero de 2017, a través del cual 
se modifican algunos artículos de la Ley de Migraciones. 
Asimismo, se apoya en datos estadísticos respecto de la 
composición de la población migrante en la Argentina, 
en general, y en la CABA, en particular. 

Este artículo se organiza en torno a tres apartados. 
En el primero, describiremos el panorama migratorio 
argentino en clave de género, haciendo especial hinca-
pié en la presencia de la mujer migrante en el transcurso 
del siglo XX hasta la actualidad. En el segundo, analiza-
remos la legislación migratoria en vigor en la Argen-
tina desde una perspectiva de género, reflexionando 
críticamente sobre el modo en que la figura de la mujer 
migrante es recuperada en esa legislación. Finalmente, 
en el tercer apartado, indagaremos en la distancia que 
muchas veces se establece entre lo que la legislación 
dice y lo que sucede en la práctica, poniendo el foco en el 
acceso a derechos para las poblaciones migrantes, fun-
damentalmente para las mujeres migrantes.

I. Trayectorias migratorias y laborales femeninas 
en los espacios urbanos argentinos

Al igual que en muchos países de América Latina, 
en la Argentina los movimientos migratorios son parte 
constitutiva de la conformación del Estado y la sociedad 
nacional. El rasgo específico de la historia migratoria lo-
cal radica en la importancia relativa que los migrantes 
tuvieron en la composición de la población total (alcan-
zando a un tercio de la población en 1914, proporción que 
llega al 50 por ciento en la Ciudad de Buenos Aires). A 
este período excepcional relacionado con las migracio-
nes europeas se le suman dinámicas migratorias prove-
nientes de los países sudamericanos (especialmente los 
limítrofes), que pueden definirse como formando parte 
estructural de las dinámicas demográficas locales. Los 
últimos datos estadísticos con los que se cuenta para 
analizar la población extranjera en el territorio argen-
tino son del censo de 2010, en el que se muestra que, a 
pesar del aumento absoluto del número de extranjeros 
y extranjeras, la proporción sobre la población total se 
mantiene estable (entre el 2 y el 4 por ciento).

En cuanto a la composición interna, el censo registra 
una mayor presencia de personas paraguayas y bolivia-
nas, que representan casi dos tercios de la inmigración 
de los países vecinos, y de Perú. Por otra parte, se reduce 
la incidencia de ciudadanos chilenos y uruguayos (OIT, 
2015). La relación de la migración sudamericana con el 
mundo del trabajo se refleja en su concentración en la 
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franja etaria potencialmente activa: el 79,5 por ciento tie-
ne entre 15 y 64 años, porcentaje que asciende al 81,8 por 
ciento en la CABA (Informe CABA). En cuanto a la distri-
bución espacial, se trata de una población concentrada 
en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (CABA) y en los 
denominados 24 partidos del Gran Buenos Aires, don-
de reside el 73 por ciento de los inmigrantes. En cuanto 
al nivel de instrucción de la población migrante, si se 
compara el máximo nivel de instrucción formal de la 
población total y la población migrante limítrofe, resulta 
que este último grupo cuenta con niveles educativos en 
promedio inferiores. Sin embargo, deben destacarse los 
altos niveles de educación alcanzados por la población 
de origen peruano, que supera el promedio nacional con 
educación terciaria o universitaria (Benencia, 2012).

En relación con la presencia de mujeres en las co-
rrientes migratorias, las estadísticas muestran que un 
tercio del total de migrantes europeos que ingresaron 
en la argentina eran mujeres (Cacopardo, 2011). Entre 
1891 y 1922 del total de mujeres entre el 70 por ciento 
y el 80 por ciento ingresan en el país con sus familias 
(Frid, 1997). La mayor parte de los estudios coinciden en 
señalar que gran parte de estas mujeres fueron trabaja-
doras asalariadas en el mercado de trabajo local (Devoto, 
2004). Después de 1930, la migración europea cambió su 
sesgo masculino aumentando la proporción de mujeres 
que ingresan en el país, llegando a la década 1950 a una 
equiparación de los ingresos masculinos y femeninos 
(aunque la población europea siguiera siendo una pobla-
ción masculinizada). Para esta misma época, se cierra el 
ciclo de la inmigración de ultramar y comienza a crecer 
la importancia relativa de las migraciones provenien-
tes de países vecinos que componen en la actualidad 
la principal migración hacia el país. La composición 
interna de las migraciones regionales es muy diferente 
de lo que venimos señalando: las migraciones de países 
vecinos mostraron una feminización temprana y ya en 
1947 el número de residentes extranjeras era cercano a la 
proporción de los varones (Cacopardo, 2011). Las mujeres 
integraban grupos domésticos ocupados en cosechas, 
respondiendo a los requerimientos de las economías 
regionales en expansión donde mayoritariamente se 
insertaban. Por lo tanto, esta presencia temprana de mu-
jeres debe comprenderse como parte de estrategias la-
borales familiares en un momento en que las corrientes 

de migración regional eran temporarias y mostraban 
una gran movilidad. De esta manera, los datos llevan a 
reafirmar la significativa y temprana importancia de la 
afluencia de mujeres en el movimiento migratorio de la 
Argentina. 

Desde 1950 hasta la actualidad, la movilidad interna 
de varones y mujeres extranjeros/as y nativos/as hacia 
centros urbanos constituye una de las principales carac-
terísticas de la dinámica poblacional del país. En térmi-
nos generales, desde 1980 puede observarse una mayor 
presencia de mujeres migrantes como consecuencia de 
dos procesos: la mayor sobrevivencia de migrantes de 
más edad y el aumento de ingreso de migrantes prove-
nientes de países de la región.

Esta importante y continua presencia de mujeres 
migrantes, que dista de ser “novedosa” a diferencia de lo 
ocurrido en otras latitudes, permite preguntarse por su 
relación histórica con el mundo laboral. En este punto, 
es importante señalar que la mayor parte de los estudios 
coinciden en resaltar que la condición de extranjería 
incide en el tipo de trabajo que realizan en el país. En 
términos generales, la migración sudamericana —y no 
solamente de ese origen— abastece una demanda de em-
pleo generada por el sector informal. De esta manera, los 
empleos de las migrantes, aun cuando coincidan en sus 
rasgos centrales con las labores destinadas a las mujeres 
en general, poseen ciertas particularidades generadas 
por su condición de extranjeras, el proyecto migratorio y 
los rasgos locales de los mercados de trabajo.

Un empleo fuertemente asociado a las mujeres ex-
tranjeras ha sido el empleo doméstico. En 1914, las em-
pleadas domésticas y las mucamas representaban el 30 
por ciento de todas las ocupaciones desempeñadas por 
extranjeras, proporción superior al de las argentinas (17 
por ciento). Las actividades desarrolladas en pequeños 
talleres (costureras, lavanderas, cocineras, modistas, hi-
ladoras, tejedoras, planchadoras, plegadoras y aparado-
ras de calzado) ocupaban al 65 por ciento de argentinas 
y al 40 por ciento de migrantes. De esta manera, es posi-
ble apreciar la tendencia entre las mujeres migrantes a 
acentuar una segregación en el trabajo doméstico desde 
los albores del siglo XX (Cacopardo, 2011; Lobato, 2007). 
Esta tendencia continúa durante las décadas siguientes, 
pero se ve fuertemente modificada a partir de la década 
del 30, cuando las ciudades importantes de la Argentina 
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aumentan sus poblaciones como efecto de la moviliza-
ción poblacional desde las provincias del norte ocasio-
nada por la crisis de las economías regionales y el ini-
cio de la industrialización de la economía que demanda 
mano de obra. El crecimiento urbano aumenta también 
la demanda de servicios, entre ellos, el trabajo doméstico 
que vuelve a ser un nicho de mercado nativo, especial-
mente para mujeres jóvenes migrantes internas. Como 
lo señala Jelin (1976), las mujeres de las clases bajas del 
interior del país fueron el principal componente de la 
migración interna hacia las ciudades para trabajar en 
esta área. Como parte de esas migraciones internas, lle-
gan mujeres de países limítrofes que también se ocupan 
principalmente en el empleo doméstico. De esta mane-
ra, si para las europeas el trabajo doméstico fue un im-
portante sector de inserción hasta 1947, la década de 1950 
muestra la importancia de este nicho de mercado para 
las migrantes internas y las migrantes limítrofes.

En un estudio más reciente, Groissman y Sconfienza 
(2013) muestran que, en 2013, el 20 por ciento de las mu-
jeres que eran empleadas domésticas había nacido en el 
extranjero. Si bien son las argentinas quienes sostienen 
el empleo doméstico, lo que también queda demostrado 
a través de los datos es que, para las mujeres migrantes 
nativas y (algunas) migrantes, el trabajo doméstico apa-
rece como un nicho de mercado privilegiado. Entre las 
mujeres paraguayas, un 69 por ciento está ocupada en 
este tipo de empleo, y entre las peruanas, un 58 por cien-
to de ellas. Si miramos el total de las extranjeras emplea-
das en el trabajo doméstico, más de la mitad proviene de 
Paraguay —52 por ciento— y una de cada cuatro, de Perú. 
Las bolivianas —segundo grupo nacional de importan-
cia entre la población extranjera— representan el 8,9 por 
ciento. De esta manera, si bien se trata de una ocupación 
relevante para el empleo femenino en general (17 por 
ciento del total de asalariadas de todo el país) entre las 
mujeres migrantes, especialmente paraguayas y perua-
nas, representa el nicho sectorial en el que se insertan 
mayoritariamente (47 por ciento) (Maguid, 2011). El es-
pectro sectorial de las oportunidades de inserción, como 
se desprende de estos datos, se reduce notablemente 
entre las migrantes en relación con la población nativa, 
que presenta una distribución mucho más diversificada 
de ocupaciones. Así pues, si bien no es posible referirse a 
una extranjerización del trabajo doméstico remunerado, 

es innegable su relación con las migraciones, siendo el 
ingreso al mercado de trabajo de mujeres sin credencia-
les valoradas en otras ramas de actividad.

Las trayectorias laborales migrantes en el trabajo 
doméstico permiten, asimismo, reflexionar sobre las 
diversas formas de migrar que involucran a las migra-
ciones femeninas en la Argentina. En tal sentido, desde 
las últimas décadas, a la migración familiar o por reuni-
ficación, que distinguió a los procesos migratorios pro-
cedentes de algunos países de la región, como Bolivia, la 
migración encabezada por mujeres, en especial para in-
sertarte en el trabajo doméstico y del cuidado, comenzó 
a dinamizarse, como es el caso de mujeres paraguayas 
y peruanas.

Además del trabajo doméstico, las mujeres migran-
tes que habitan las grandes ciudades argentinas se con-
centran en otras inserciones laborales marcadas por la 
informalidad, la inestabilidad y la precariedad, como 
es el caso del trabajo textil, del comercio ambulante y 
también del trabajo sexual.1 La sobrerrepresentación de 
mujeres migrantes en estos trabajos pone de manifiesto 
que las jerarquías de género son un elemento constituti-
vo de la fuerza de trabajo como mercancía, mostrando la 
imposibilidad de considerar a los trabajadores como “su-
jetos neutrales que existen independientemente de las 
relaciones de poder ligadas al género, a la etnia, a la raza 
que se encuentran inscriptas en sus cuerpos” (Mezzadra 
y Neilson, 2016: 165). Esa jerarquización se sostiene en 
la premisa de que las mujeres migrantes son las “más 
aptas” para el ejercicio de determinadas actividades, en 
general, precarias, mal pagas e informales.

Las características de estas inserciones laborales 
y las formas de migrar (ya sea solas, en familia o por 
reunificación) inciden en la cotidianeidad de las muje-
res migrantes y de sus familias, e influyen de manera 
determinante en su acceso a derechos y oportunidades, 
así como en las situaciones de privilegio o de exclusión 
que de ellas se derivan (Anthias, 1998). Sin embargo, es-
tas cuestiones aún no han sido suficientemente contem-
pladas en las políticas. Estas continúan siendo configu-
radas a partir de pensar el cruce de una sola frontera, la 

1.  Entre los estudios sobre las migraciones y el trabajo textil, pode-
mos mencionar los de Bastia (2007), Gago (2014) y Goldberg (2013), 
para Buenos Aires, y los de Magliano (2016) y Magliano, Perissinotti y 
Zenklusen (2017), para Córdoba.
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jurídico-administrativa, mediante el cual una persona 
se convierte en “migrante” y “extranjera”. Sin embargo, 
y como resaltan Mezzadra y Neilson (2016), cada vez 
más las migraciones ponen de manifiesto los variados 
y dinámicos procesos de creación de fronteras inter-
nas y temporales, las cuales actúan en esos derechos y 
oportunidades. 

II. La mujer migrante en la política migratoria 
vigente en la Argentina

La legislación migratoria argentina en vigor (Ley 
Nº 25.871/2004) define a la migración como un derecho 
y otorga una serie de derechos a la población migrante 
(a la educación, a la salud) independientemente de su 
estatus legal, lo cual no era reconocido en la legislación 
anterior.2 No obstante, mantiene sesgos importantes 
de género. En su letra, no se encuentran contempladas 
las especificidades de las migraciones femeninas ni 
tampoco de las trayectorias laborales principales de las 
mujeres migrantes. La preocupación principal de la ley 
ha girado en torno a la regularización de los migran-
tes, varones y mujeres, que residen en la Argentina.3 Si 
bien ha facilitado, al menos en términos formales y en 
comparación con las legislaciones anteriores, el acceso 
a la regularidad migratoria —sobre todo para aquellos 
ciudadanos del Mercosur y Estados asociados—,  no ha 
contemplado aspectos clave de las trayectorias y expe-
riencias migratorias de las mujeres que se traducen en 
constantes barreras en el acceso a derechos. La persis-
tente invisibilidad de género se pone de manifiesto no 
solo en lo que la ley dice, en sus definiciones y requisitos 
que establece, sino también en su aplicabilidad.

De acuerdo con el sistema clasificatorio que estable-
ce el Estado argentino, los migrantes pueden acceder a 
una “residencia permanente”, a una “residencia tempo-
raria” o una “residencia precaria”. Desde la sanción de la 

2.  Nos referimos a la Ley General de Migraciones y Fomento a la Migra-
ción Nº 22.439 (más conocida como Ley Videla, sancionada durante la 
última dictadura militar argentina 1976-1983). 
3.  Para una reconstrucción de la política migratoria argentina desde los 
70 años hasta la primera década de este siglo, inclusive, véase Nejamkis 
(2016). Asimismo, para un análisis crítico de la política migratoria en 
vigor, en el país, desde 2004, véase Domenech (2013).

última ley, en 2004, el trámite para la regularización se 
ha simplificado respecto de la legislación precedente, 
y con solo unos pocos requisitos se puede adquirir una 
“residencia precaria”, que puede ser renovable y bajo de-
terminadas condiciones convertirse en “residencia tem-
poraria” o “residencia permanente” (artículo 20).4 Para 
acceder a la residencia permanente, uno de los requeri-
mientos es haber gozado de una residencia temporaria 
de por lo menos dos años continuos o más para el caso 
de los nacionales de los países del Mercosur y Estados 
asociados; y de tres años continuos o más, para el resto 
de los países (artículo 22).5 Sin dejar de reconocer las ma-
yores facilidades para la regularización migratoria, en 
la práctica, se presentan distintos factores que pueden 
dificultar el acceso a la documentación demandada, los 
cuales son ignorados por la legislación. Entre ellos, los 
costos de los trámites,6 la dificultad en el acceso a Inter-
net (desde el turno en la Dirección Nacional de Migracio-
nes hasta otros trámites que son a través de la web) y las 
distancias respecto a los lugares donde se realizan los 
trámites. De algún modo, la informalidad que distingue 
a la vida cotidiana migrante puede ser una limitante de 
peso para la obtención de la documentación exigida y, en 
consecuencia, para la regularización migratoria. Como 
vimos en el apartado anterior, las mujeres migrantes 
se concentran en sectores específicos del mercado de 
trabajo, sobre todo en aquellos donde predomina la in-
formalidad, la baja calificación y las altas dosis de explo-
tación, con lo que esto implica en relación con la dispo-
nibilidad de tiempo y dinero para asumir los trámites y 
los costos de la regularización. 

La legislación en vigor (contemplando la sanción, 
reglamentación y modificaciones que sufrió la ley) 

4.  En la legislación estaba estipulado que la residencia precaria duraba 
180 días y podía ser renovada. En el Decreto de Necesidad de Urgencia 
(DNU) del 30 de enero de 2017, ese plazo se redujo a 90 días.
5.  Este requisito se suma a otros, tales como certificados de anteceden-
tes penales en el país de origen y destino, tasa de radicación, certificado 
de domicilio o una factura a nombre del solicitante, entre otros.
6.  Por ejemplo, en la actualidad, el cuadro tarifario vigente indica que 
la solicitud de la residencia temporaria o permanente cuesta mil pesos 
para los ciudadanos del Mercosur y Estados asociados, y dos mil pesos 
para aquellas personas extra-Mercosur. A partir de la presentación de 
un “certificado de indigencia”, esa tasa puede no pagarse. Sin embargo, 
la falta de información al respecto y lo engorroso que puede resultar 
obtener ese certificado pueden terminar siendo una limitante dentro del 
proceso de regularización. 
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mantiene una importante diferenciación entre aquellas 
personas que llegan desde el Mercosur y los Estados 
asociados (Bolivia, Brasil, Colombia, Chile, Ecuador, Pa-
raguay, Perú, Uruguay, Venezuela, Guyana y Surinam) 
y quienes arriban desde otros orígenes. Para el caso de 
aquellas personas que no pertenecen a los países miem-
bro y asociados al Mercosur, pueden acceder a una re-
sidencia temporaria (que luego de tres años continuos 
puede convertirse en permanente) a partir de categorías, 
como las de trabajador migrante, rentista, pensionado, 
inversionista, científicos, académicos, deportistas y ar-
tistas, religiosos, pacientes bajo tratamiento médico, es-
tudiantes, entre otras.

Respecto de la categoría de “trabajador migrante”, y 
teniendo en cuenta que la gran mayoría de las personas 
migrantes que llegan a la Argentina tanto del Mercosur 
como de otros lugares lo hacen con el objetivo de obte-
ner un empleo, esta legislación reproduce una visión 
acotada respecto de quiénes son reconocidos como “tra-
bajadores migrantes”. Esta ley entiende por migrante 
al “extranjero que desee ingresar, transitar, residir o es-
tablecerse definitiva, temporaria o transitoriamente en 
el país conforme a la legislación vigente” (artículo 2º). 
Específicamente, denomina trabajador migrante a aquel 
que “ingrese al país para dedicarse al ejercicio de algu-
na actividad lícita, remunerada, con autorización para 
permanecer en el país por un máximo de tres (3) años, 
prorrogables, con entradas y salidas múltiples, con per-
miso para trabajar en relación de dependencia” (artículo 
23 inc. a). Esta noción de trabajador migrante, que apare-
ce como neutral a las diferencias de género, deja fuera a 
un amplio sector de migrantes, en especial a las mujeres 
que se dedican a ocupaciones no reconocidas por la ley, 
tanto aquellas que son remuneradas, pero sobre las cua-
les existen pocas normas, tal es el caso del trabajo sexual, 
como aquellas que no son remuneradas, como el trabajo 
reproductivo realizado en el espacio doméstico y, por 
lo tanto, no percibido por el Estado como trabajo en la 
medida en que no se recibe un salario por su prestación. 
Si bien consideramos necesario que desde el Estado se 
interpele al migrante más allá del trabajo, la falta de con-
sideración de las implicancias de la relación género/tra-
bajo (remunerado y no remunerado) en las legislaciones 
migratorias profundiza las situaciones de explotación 
que pueden enfrentar las mujeres migrantes.

En el caso de que una persona migrante extra-Mer-
cosur intente acceder a una residencia temporaria a tra-
vés de la categoría de “trabajador migrante” debe presen-
tar un conjunto de documentos, tales como certificados 
de antecedentes penales en origen y en destino, certifi-
cado de domicilio o una factura de algún servicio públi-
co a nombre del requirente (ABL, agua, luz o gas), tasa de 
radicación y un precontrato laboral suscripto por las par-
tes en el que se detallen las tareas por realizar. Estas exi-
gencias, como señalamos, no toman en cuenta la infor-
malidad que caracteriza al trabajo femenino migrante y 
a la vida cotidiana en general de estas poblaciones. Por 
ende, se transforman en demandas que limitan las posi-
bilidades de cumplimentar los trámites establecidos. De 
modo que la no posesión de un contrato de trabajo impli-
caría, para muchas mujeres, la imposibilidad de acceso 
a determinados derechos (Parella, 2003: 208), lo mismo 
que la presentación del certificado de domicilio, criterios 
que se suman a los ya naturalizados requerimientos de 
antecedentes penales en origen y destino.

Uno de los cambios más relevantes de la Ley de Mi-
graciones, en vigor desde 2004, es la inclusión del dere-
cho de reunificación familiar, lo que determina que “el 
Estado garantizará el derecho de reunificación familiar 
de los migrantes con sus cónyuges, hijos solteros meno-
res o hijos mayores con capacidades diferentes” (artículo 
10º). Ahora bien, para aquellas personas extra-Mercosur, 
los requisitos para acceder a la reunificación familiar lo 
convierten en un derecho de difícil cumplimiento por la 
vía formal. La legislación demanda a la persona que so-
licita la reunificación, además de la documentación que 
acredite el vínculo, la presentación de documentos que 
acrediten “la solvencia económica del llamante”, debien-
do adjuntar “certificado de domicilio legalizado” y los 
“últimos seis recibos de haberes o certificado contable 
de ingresos de los últimos seis meses, legalizado por el 
Consejo Profesional de Ciencias Económicas y toda otra 
documentación que acredite sus ingresos”, lo que desco-
noce que un alto porcentaje de las migrantes trabajan en 
la economía informal o en trabajos no regulados, situa-
ción que dificulta su cumplimiento. Este requerimiento 
impide que muchas de las mujeres migrantes que se 
movilizan solas, dejando a sus familias en los lugares de 
origen, puedan hacer uso de este derecho. Tal es el caso, 
por ejemplo, de la migración de mujeres de República 
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Dominicana hacia la Argentina. Un amplio conjunto de 
estas mujeres (el 75 por ciento de las personas migrantes 
dominicanas en la Argentina son mujeres, según los da-
tos del Indec) se dedica al trabajo sexual y, en menor me-
dida, al trabajo doméstico, ambas inserciones marcadas 
por su informalidad. En la página web de la Embajada 
Argentina en República Dominicana, se enumeran los 
requisitos para hacer uso del derecho de reunificación 
familiar. Entre ellos, se mencionan: un arancel de 12.000 
pesos dominicanos,7 incluida la visa y la cartera consu-
lar; certificado de domicilio legalizado; acreditación de 
medios de vida del familiar argentino o residente per-
manente o temporario (recibos de sueldo, certificación 
contable de ingresos, declaración de impuestos); cons-
tancia de pago de la tasa migratoria; certificado de ante-
cedentes penales en caso de ser mayor de edad.8 Tenien-
do en cuenta el perfil de la migración dominicana en la 
Argentina, feminizada y con una fuerte inserción en el 
trabajo sexual, se torna difícil acceder a la reunificación 
familiar por la vía formal, lo que condena a muchas mu-
jeres a la imposibilidad de vivir en familia.

Asimismo, otro de los requisitos estipulados es el 
de presentar “título de propiedad o contrato de alquiler 
(y últimos tres pagos) del inmueble”. A simple vista este 
requisito puede resultar sencillo de cumplir. Sin embar-
go, el resultado de nuestro trabajo de campo con muje-
res migrantes indica que un amplio conjunto reside en 
lugares de las ciudades de manera informal, ya sea me-
diante la “ocupación” de terrenos, en general fiscales, o 
mediante alquileres de viviendas o habitaciones que se 
mantienen también en la informalidad. 

Para el caso de los ciudadanos del Mercosur y Es-
tados asociados, el trámite se simplifica y se otorga una 
residencia por nacionalidad. Para obtener la residencia 
temporaria no es necesario presentar un precontrato 
laboral, sino el documento de identidad, los siempre 
requeridos certificados de antecedentes penales, el 

7.  Lo que equivale a más de 250 dólares. Es importante destacar que 
desde 2012, a partir de una resolución del Poder Ejecutivo nacional, 
se comenzó a exigir visa a las personas nacidas en República Domi-
nicana, en un claro ejemplo de externalización de las fronteras. Esta 
medida se justificó en la necesidad de “proteger” a los migrantes de 
ese origen, principalmente mujeres, de la trata de personas con fines 
de explotación sexual.
8. Disponible en: http://edomi.cancilleria.gov.ar/content/reunificaci%-
C3%B3n-familiar-0. Última consulta: 9 de junio de 2017.

certificado de domicilio y las tasas correspondientes. Lo 
mismo sucede con el derecho a la reunificación familiar, 
el cual resulta más sencillo en comparación con las per-
sonas de los países extra-Mercosur. No obstante ello, es 
importante resaltar que para todos los casos se mantiene 
la exigencia del certificado de domicilio o de la factura 
de un servicio público, lo cual no deja de ser restrictivo 
teniendo en cuenta los recorridos predominantes que si-
guen los y las migrantes que llegan de la región sudame-
ricana al interior de las ciudades que habitan.

Así pues, lo que nos interesa subrayar en relación con 
esta cuestión es que, pese a los avances que supuso la im-
plementación de la Ley de Migraciones de 2004, en espe-
cial para aquellas personas de origen sudamericano, la falta 
de consideración tanto de las principales trayectorias labo-
rales de las mujeres migrantes que llegan al país, ignoran-
do el modo en que los mercados de trabajo se estructuran 
a partir del género, la etnicidad y la clase social, como de la 
informalidad de la vida cotidiana en general, puede tradu-
cirse en dificultades en el ejercicio de los derechos que la 
misma ley otorga. En tal sentido, y como sostiene Calavita 
(1989: 175), la discusión sobre política migratoria debería ser 
parte de un debate más amplio que involucre a la política 
socioeconómica en su conjunto. Como los resultados de 
nuestro trabajo de campo indican, estar “documentado” no 
necesariamente transforma las condiciones de sociose-
gregación y explotación que enfrentan las personas mi-
grantes, tanto mujeres como varones. A nuestro entender, 
lo que la legislación sigue sin contemplar son las múltiples 
dimensiones de la informalidad y sus efectos en la cotidia-
neidad de los y las migrantes en la Argentina. 

III. El Estado como espacio hostil. Limitaciones 
en torno al ejercicio de la ciudadanía.

El argumento principal que organiza este apartado 
es que la informalidad, que en la Argentina de las últi-
mas décadas, atraviesa y permea la vida migrante en su 
conjunto, se ha constituido en una barrera concreta que 
limita el ejercicio de la ciudadanía. Lo que queremos 
resaltar es que con la regularización no alcanza: tener 
documentos (los que se exigen en el país de destino) no 
garantiza necesariamente el acceso a derechos.
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En este contexto, buscamos reflexionar sobre las 
distancias que muchas veces existen entre la letra de la 
ley y lo que sucede en la práctica. Para ello, revisitamos 
un largo trabajo de campo con mujeres migrantes, en 
especial de origen sudamericano, en distintas ciudades 
argentinas, durante los últimos 12 años. En base a esa 
revisita, identificamos una serie de aspectos en los que 
el Estado se vuelve hostil, limitando e imposibilitando 
el ejercicio de los derechos, más allá de lo que estable-
ce la ley. Entre esos aspectos, podemos mencionar la 
falta de información; la espera y el tiempo que supone 
la realización de los trámites que permiten gozar de los 
derechos sancionados, y la falta de consideración en las 
políticas, legislaciones y los programas implementados 
respecto de las dificultades que enfrentan las personas 
migrantes en lo concerniente a la circulación por la ciu-
dad para obtener y cumplimentar la documentación re-
querida, especialmente cuando el Estado no se mueve de 
sus áreas tradicionales de funcionamiento; y los límites 
de la regularización o, dicho de otro modo, señalaremos 
aquellas dimensiones de la vida migrante que la regula-
rización de la situación migratoria no cambia. 

En relación con el primer aspecto, la falta de infor-
mación emerge como una problemática común a gran 
parte de las poblaciones migrantes. En el trabajo de 
campo, surgen como problema las dificultades para la 
comunicación por parte del Estado, de información de 
interés para personas migrantes que se encuentran, o 
no, en condición de vulnerabilidad. Nuestras entrevista-
das señalan que, en el período inicial de la migración, la 
tramitación de la documentación no se visibiliza como 
necesidad, representación que se refuerza por la inser-
ción generalizada en puestos de trabajos informales. En 
general, la información sobre los procedimientos lega-
les para acceder a un trámite de residencia se transmite 
por alguna persona cercana, pero no por los agentes es-
tatales ni tampoco por los empleadores cuando existen. 
Muchas de nuestras entrevistadas accedieron a su radi-
cación a partir de alguna política excepcional por parte 
del Estado (amnistías o, más recientemente, el Programa 
de Regulación Migratoria Patria Grande),9 momento en 

9.  El Programa de Regularización Documentaria Patria Grande, que 
entró en vigor en 2006, se planteó como objetivo principal regularizar la 
situación migratoria de los extranjeros nativos de los Estados parte del 
Mercosur y de sus Estados asociados, en busca de facilitar la tramitación 

que las campañas de difusión se intensifican y el Esta-
do se presenta a sí mismo como receptor amable de las 
demandas de regulación. Las políticas de difusión de la 
información no solo distribuyen contenidos, sino que 
también se representan como políticas de acercamiento 
del Estado a una determinada población. 

A partir de 2014, y más intensamente desde 2016, 
presenciamos una transformación del discurso esta-
tal sobre las migraciones, en el cual se enfatiza el con-
trol vía la expulsión por sobre la regulación. Si bien las 
políticas de regulación no han sido modificadas,10 las 
declaraciones de funcionarios/as que asocian insegu-
ridad y migración, y un discurso anclado en una mayor 
eficiencia sobre los controles requeridos para el acceso 
a la radicación que invadieron la escena pública desde 
el cambio de gobierno en 2015, produjeron una modifi-
cación en la representación subjetiva de la relación que 
debe establecerse con el Estado. En el trabajo de campo 
hemos percibido esta modificación, que lleva a la po-
blación migrante a percibir los ámbitos estatales y sus 
agentes como espacios y sujetos hostiles, ante los cuales 
la “honestidad” y el “aporte” a la sociedad de destino de-
ben ser demostradas. 

Por último, existen otras problemáticas centrales 
que pueden obstaculizar la obtención del derecho a la 
regularización migratoria, como son las dificultades en 
el acceso a la documentación necesaria y el uso de inter-
net. En el primer caso, especialmente entre quienes pro-
vienen de zonas rurales, la obtención de los documentos 
puede ser una verdadera odisea que demanda tiempo y 
dinero. Muchas veces, el documento con el que se cuen-
ta tiene algún error de tipografía que impide continuar 
el trámite, cuya finalización requiere volver al país de 
origen o enviar el documento a algún familiar que pue-
da continuar el trámite. En ocasiones, estas demoras 
burocráticas llevan al abandono del trámite. Asimismo, 
las mujeres migrantes no solo deben tramitar su propia 
documentación, sino que suelen ser las encargadas de la 

para acceder a una residencia legal en el país de todos aquellos que se 
encontraban residiendo en la República Argentina con anterioridad al 
17 de abril de 2006. Según un informe estadístico del Patria Grande de 
2010, al programa adhirieron cerca de medio millón de extranjeros que 
residían de manera irregular en el país (Patria Grande, 2010).
10.  Los principales cambios sancionados en el DNU de enero de 2017 
se concentran en el artículo 29 referido a las condiciones para la expul-
sión de extranjeros/as.
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tramitación de las residencias de sus hijos/as y de otras 
personas migrantes que requieren su ayuda, por lo que 
resultan ser las responsables de la gestión de la relación 
con las instancias estatales. Se trata de otro trabajo abso-
lutamente necesario que recae en sus manos, sus cuer-
pos y, como ya veremos, en sus tiempos.

En relación con el segundo aspecto, recuperamos los 
planteos de Auyero (2013) sobre el lugar central que ocupa 
la espera en la vida de los sectores populares. En nuestros 
acompañamientos a mujeres migrantes en los recorridos 
que realizan para obtener la regularización migratoria, pu-
dimos documentar los sentidos de esa espera. El peregrina-
je por los consulados de los países de origen para tramitar 
documentos y certificados de antecedentes penales; el Mi-
nisterio de Justica; el Banco Nación; las dependencias don-
de se tramita el certificado de indigencia, en caso de que se 
solicite. La Dirección Nacional de Migraciones requiere de 
una larga espera, que puede transformarse en horas, meses 
e incluso años. Esa espera, como señala Auyero (2013: 36), 
está inscripta en las disposiciones mentales y corporales 
de las agencias del Estado. En muchos casos, la espera de 
las mujeres migrantes no es en soledad, sino que es com-
partida con sus hijos/as pequeños/as, quienes, al no tener 
donde dejarlos/as, acompañan a sus madres en todo el ca-
mino para obtener “los documentos”. 

El tiempo de espera atenta contra el trabajo de cuida-
dos no remunerado en el ámbito familiar sostenido por 
las mujeres, del cual no es posible pedirse “un día”. Depen-
den de redes de cuidado (femeninas) que puedan cubrir-
las en el trabajo reproductivo o la posibilidad (condicio-
nada por los tiempos escolares, los medios de transporte, 
el dinero para trasladarse) de cuidar en el mismo tiempo 
que se intenta acceder a los derechos sancionados por 
las leyes. Además, esas migrantes que esperan para ser 
atendidas en distintas agencias estatales, muchas veces 
con sus hijos en brazos, llegan a perder una jornada labo-
ral completa, con lo que esto implica en términos de una 
subsistencia que se construye día a día y que depende, 
con exclusividad, de aquello que se obtiene de esa jorna-
da. Entre las empleadas, la negativa (real o presupuesta) 
de los empleadores/as para “pedirse el día”, la amenaza 
de la quita del jornal o el temor a solicitarlo dificultan la 
posibilidad de su presencia en las agencias estatales.

La necesidad de esta disponibilidad temporal para 
ejercer ciudadanía, que supone suspender o poner en 

segundo plano el tiempo productivo y reproductivo, in-
cide en la demora recurrente en el inicio o seguimiento 
de los diferentes trámites. Al demandar una espera, el 
Estado refuerza la incertidumbre y la arbitrariedad ya 
presentes en la vida cotidiana de estas poblaciones (Au-
yero, 2013). Así pues, las desigualdades de clase y género 
se intersectan en el modo en que la espera se hace carne 
en la vida de las personas. En este punto, es importante 
subrayar que la espera no comienza cuando se llega a 
las dependencias del Estado, sino que inicia en el mis-
mo momento en que las personas migrantes parten de 
los lugares donde viven, en general, áreas periféricas y 
alejadas de los espacios urbanos “donde se hacen los trá-
mites”. El hecho de tener que tomarse distintos medios 
de transporte público para cumplimentar la presencia 
requerida en diferentes ámbitos estatales, alimenta una 
espera que se vuelve recurrente en la cotidianeidad mi-
grante. Esto se debe a que las poblaciones migrantes en 
la Argentina, en especial aquellas que arribaron en las 
últimas décadas a las ciudades argentinas, enfrentan 
“patrones complejos de segregación espacial” (Mezzadra 
y Neilson, 2016: 232). Precisamente, esa segregación ac-
túa sobre las posibilidades de circulación en los espacios 
urbanos y pone de relieve las múltiples fronteras que se 
levantan al interior de las ciudades. El precio de comprar 
o alquilar una vivienda en las grandes urbes argentinas 
y las condiciones necesarias para acceder a un alquiler 
(especialmente la garantía) hacen que las opciones de 
acceso a la vivienda se reduzcan entre la población mi-
grante. En el caso de las familias con niños/as (entre las 
cuales se encuentran las mujeres jefas de familia a cargo 
de sus hijos/as), las dificultades son mayores por la ne-
gativa de dueños/a de pensiones o piezas de alquiler de 
recibir menores de edad.

En relación con el tercer aspecto, y a más de 13 años de 
la implementación de la Ley de Migraciones Nº 25.871 y de 
una ampliación del número de migrantes documentados a 
partir de las facilidades otorgadas por esa ley, encontramos 
que ciertas problemáticas que enfrentan las poblaciones 
migrantes, en nuestro caso las mujeres migrantes, se man-
tienen de manera imperturbable. En este marco es que 
consideramos que la legislación ha promovido una “inclu-
sión diferencial” (Mezzadra y Neilson, 2016) de las perso-
nas migrantes, mujeres y varones, a través de su regulari-
zación. La idea de “inclusión diferencial” significa que las 
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fronteras entre la inclusión y la exclusión son confusas, en 
tanto la inclusión en una esfera, una sociedad o un ámbito 
puede estar sujeta a variantes grados de subordinación, re-
glas, discriminación y segmentación en un ámbito o esfera 
determinado (Mezzadra y Neilson, 2016: 245). 

Esa “inclusión diferencial” legaliza modos estratifi-
cados de pertenencia al espacio cívico y formas de gra-
dación que implican profundas asimetrías de poder (Ve-
lasco, 2016: 148). Esas asimetrías se traducen, aun cuando 
se cuente con “los documentos”, en una posición desi-
gual en los mercados de trabajo, en el espacio urbano, en 
el ámbito educativo y en la esfera política. La “inclusión 
diferencial”, a partir de la regularización, legitima y natu-
raliza procesos de sociosegregación como si fueran pro-
ducto de las capacidades individuales de las personas 
migrantes. Así, son procesos que se justifican como con-
secuencia natural de la presencia migrante en el lugar 
de destino, invisibilizando y silenciando los fenómenos 
sociales, económicos, políticos y culturales que los sus-
tentan. Con esto no queremos quitar la importancia a la 
cuestión de la regularización y de los documentos, sino 
discutir los límites de la capacidad de transformación 
que puede tener la condición migratoria en el marco de 
la existencia de múltiples fronteras interiores, a partir de 
procesos de generización, racialización y etnización de 
las poblaciones, tanto nativas como migrantes.

Conclusiones

Si bien la presencia de mujeres en los procesos mi-
gratorios internacionales es un hecho insoslayable, esto 
no necesariamente ha replicado en las políticas migra-
torias, las cuales continúan estando principalmente re-
gidas por una imagen de sujeto migrante neutral en tér-
minos de género. Esa supuesta neutralidad actúa en las 
posibilidades o no de acceso a derechos para las perso-
nas migrantes. En este artículo, precisamente, buscamos 
reflexionar críticamente sobre las implicancias de la 
falta de consideración de la dimensión de género en las 
legislaciones migratorias en vigor en la Argentina. Sin 
embargo, no nos detuvimos solamente en lo que la ley 
contempla —o no contempla— en relación con esa pre-
sencia cada vez más visible en las sociedades contem-
poráneas, sino que intentamos ir más allá del análisis de 

la letra de la ley, para indagar en el modo en que esa letra 
dialoga con las realidades de las poblaciones migrantes, 
teniendo en cuenta que ese diálogo —o su ausencia— 
puede traducirse en barreras concretas en torno al acce-
so a derechos.  

A partir de retomar un trabajo de campo cualitativo 
extendido en el tiempo con mujeres (y también con va-
rones) migrantes y de recuperar las voces y las experien-
cias de los propios actores, es que pudimos reconstruir 
los sentidos prácticos de esa legislación, aquello que no 
toma en cuenta y los efectos que esto conlleva en la vida 
de las personas. A raíz de ello es que sostenemos que el 
desconocimiento de las especificidades laborales, fami-
liares y las formas de habitar el espacio urbano de un 
amplio conjunto de las personas migrantes en la Argen-
tina ha configurado modos de “inclusión diferencial” a 
partir de su regularización (que ha sido uno de los objeti-
vos principales de la política implementada en la última 
década en el país). Esto significa que no existen fronteras 
nítidas entre la inclusión y la exclusión, pues lo que las 
experiencias migratorias expresan, cada vez más, es que 
el acceso a derechos se encuentra determinado por la in-
tersección de múltiples clasificaciones sociales, ya sean 
de género, etnicidad, clase social, estatus migratorio, 
origen nacional. Comprender las implicancias de esa in-
tersección es central en términos políticos y de políticas 
que asuman el desafío de responder a las necesidades y 
problemáticas que enfrentan determinados sectores de 
la población, en nuestro caso de análisis, migrantes.
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